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a reinterpretación del Estado constitucional moderno, desde los derechos 
humanos, es hoy condicibn indispensable para la redefinicibn de la demo- 
cracia en la perspectiva de actualizar el proyecto de una democracia de ciu- 

dadanos. El discurso filosófico-político, que en la tradición liberal ha reivindicado 
la realización de la sociedad civil a través del cumplimiento simultáneo de los dere- 
chos del hombre y de los derechos políticos, se ha constituido en un recurso para 
alentar la anterior discusión. En el presente articulo, consideramos la justicia como 
imparcialidad y la pretensión de John Rawls de levar a cabo una justificacibn moral 
de los principios que permitan considerar, procedimentalmente, la justicia en rela- 
cibn a las instituciones y con derecho público. Se trata así de una fundamentación 
ética de aquellos principios que debieran permit,irnos considerar la justicia en cuanto 
problema de una moral pública. En el caso de Jürgen Habermas, el problema para la 
filosofía se orienta, más bien, a discutir las condiciones discursivas que permiten 
reivindicar los contenidos normativos del derecho. La teoría del discurso, de acuer- 
do con Habermas, introduciría un elemento realista al desplazar las candiciones para 
una formación racional de la opinicín y la voluntad políticas del nivel de las motiva- 
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ciones y de las bases de decisibn de los actores individuales, para situarlas en el 
nivel social de los procesos institucionalizados de deliberación y decisión. Con ello, 
además, Habennas cree distinguir entre moral y derecho. Es esta distincidn la que 
buscamos tener presente en cuanto a las contribuciones que Rawls y Habermas han 
llevado a cabo en relación con la discusión sobre el orden democrático actual y sus 
fundamentos normativos. 

El Estado constitucional moderno 

La legitimidad de la sociedad jurídico-política, tal y como se concibe en la filosofía 
política liberal, se refiere al consentimiento de una pluralidad de hombres libres que 
acuerdan las reglas para ordenar su convivencia en sociedad. La formulación clásica 
de este principio se encuentra en la filosofía política de John Locke: "... lo que origi- 
na y de hecho constituye una sociedad política cualquiera, no es otra cosa que el 
consentimiento de una pluralidad de hombres libres que aceptan la regla de la mayo- 
ría y que acuerdan unirse e incorporarse a dicha sociedad. Eso es, y solamente eso;to 

ar origen a los gobiernos legales del mundo".' 
Lo anterior da lugar a una concepción del gobierno y de la sociedad civil como 

resultado de un acuerdo que se actuatiza permanentemente bajo las condiciones de 
un Estado de derecho en el que privan leyes públicas libremente acordadas. Por ello, 

concepto de Constitución es el punto de referencia indispensable para establecer 
fuerza y el alcance de este principio: "La vida constitucional consiste en la conti- 

nuada reiteración y renovación de este acuerdo ...".= El sentido político de 
liberal se hace depender, así, de ciudadanos no receptores pasivos de derec 
sujetos activos que dan forma a la sociedad civil y que establecen limites al poder 
del Estado para hacer valer su condición de ciudadanos libres e iguales. La sustancia 
y validez del contrato descansa en los derechos naturales del hombre, ta 

' Locke, John, Segundo tratado sobre el gobierno civil, Madrid, Alianza, 1990, p. 114 
Sternbcrgcr, Dolf, Dominación y acuerdo, Barcelona, Gedisa, 1992, p. 17. 
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No obstante que en las sociedades modernas los derechos civiles, garantizados 
constitucionalmente, hacen posible la participación de los ciudadanos en el iumbito 
de lo píiblico, persiste el antagonismo entre intereses ivados y públicos dado el 
carácter de la economía de mercado. La "productividad 
ral se convierte así en el problema de cuya solución depe 
limión de los fines de una sociedad tal y, con ello, sus opo 
a largo plazo. Michael Baurmann sostiene en este sen 
puede quedar librado a la casualidad y a la interacción 
humanos, Tiene que ser creado y difundido planifi~adamente".~ 

Al respecto, la filosofía ha insistido en los deberes morales del ciudadano y la 
estabilidad del sistema en su conjunto, reconociendo asi tambien que sus institucio- 
nes políticas y económicas "... no drían funcionar si no llega a superarse, median- 
te la virtud de los ciudadanos, el mo entre racionalidad individual y ~olectiva",~ 
En el caso de John Rawls, en particular, la filosofía se ocupa de la justificación 
moral de principios que permitan considerar, procedimentalmente, la justicia en re- 
lación con las instituciones y el derecho público. Se trata de una fiindamentación 
ética de aquellos principios que debieran permitirnos considerar la justkia en cuanto 
problema de una moral pública. Para Jürgen Habermas, en cambio, 
filosofía se remite a las condiciones discursivas que permiten reiv 
nidos normativos del derecho. 

En efecto, es a partir de la reinterpretación del Estado constitucional moderno 
desde los derechos humanos que hoy es posible la redefinición de la democracia con 
el propósito de actualizar el proyecto de una democracia de ciudadanos. El discurso 
filosófico-político, en la medida en que asume el carácter conflictivo de la moderni- 
dad, reclamando así la realización de la sociedad civil a través del cumplimiento 
sirnultaneo de los derechos del ho bre y de los derechos políticos, conlleva dos 
lecciones: en primer lugar, la definición de las condiciones jurídico-políticas en las 
que es posible reconocer un régimen constitucional conforme a derecho y, en segun- 
do término, las condiciones en las que es posible que el Estado de derecho dé lugar 

"aurmann, Michael, El mercado de la virlud. itloral y responsab~lidad social en la sociedad kberal, 
Barcelona, Gedisa, 1998, p. 41 
"bid., p. 45, 



a una legitimidad democrática, Esta segunda cuestión resulta particularmente 
aIeccionadora en la medida en que nos permite definir el horizonte jurídico bajo el 

le establecer las condiciones para La so ución democrática de los con- 
flictos sociales. Lo que destaca aquí Habemas es que los sujetos jurídicos privados 
no podrán gozar de i ales libertades subjetivas si ellos mismos, en común ejercicio 
de su autonomía política, no se aclaran sobre intereses justificados y sobre criterios, 
y no se ponen de acuerdo sobre cuáles han de ser los aspectos relevantes bajo los que 
lo igual ha de tratarse de forma igual y lo desigual de forma desigual. Se trata, al 
respecto, de los derechos que habrían de reconocerse mutuamente los ciudadanos si 
deciden constituirse como asociación volu aria de sujetos jurídicos y a regular legí- 
timamente su convivencia en terminos de 

sentido, el derecho positivo sólo puede obtener su legitimidad de un proce- 
e formación racional de la opinión y la voluntad. Para Naberrnas "...sólo 

pueden pretender legitimidad aquellas regulaciones normativas y formas de acción a 
las que todos los posibles afectados pudiesen prestar su asentimiento como partici- 
pantes en discursos raciona le^".^ Su tesis al respecto es que los ciudadanos exami- 
nan a la luz de este principio discursivo qué derechos han de reconocerse mutuamente, 
por lo que el principio de discurso cobra entonces la forma 
democrAtico. Mientras que el principio moral, en tanto 
cicin sirve exclusivamente a la formación del juicio, ipio democrhtieo no 
solamente estructura el saber, sino a la vez lapraxis de los ciudadanos. 

La teoría del discurso, s e g h  Habemas, introduciría un elemento realista al des- 
plazar las condiciones para una formación racional de la opinibn y la voluntad poli- 
ticas del nivel de las motivaciones y de las bases de decisión de los actores 
individuales, para situarlas en el nivel social de los procesos institucíonalizados de 
deliberación y decisión. Con ello, Haberrnas distingue entre moral y derecho. En su 
paradigma procedimentalista del dere o "son las estructuras de una sociedad civil 
,,. y de una esfera política no hipotec por relaciones de poder, ... las que han de 

Habermas, JUrgen, Facficidad y validez, Madrid, Trotta, 1998, p. 656, 
"bid., p. 660. 
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sostener una buena parte de las expectativas normativas y sobre todo la carga de ta 
nomativamente esperada génesis democrática del dere~ho",~ 

Podemos decir, así, que la lectlira de la obra reciente de Habermas es significati- 
va sobre todo porque insiste en las condiciones de la constitución jurídica de la 
comunidad política como posibilidad de una autocomprensión práctico-moral de la 
modernidad en su conjunto. Su consideración del derecho se orienta así contra el 
realismo jurídico "que subestima la eficacia social de las presuposiciones nomati- 
vas de las prhcticas jurídicas existentes". Se trata, para Habermas, de recuperar aque- 
llos contenidos radicales del Estado democrático de derecho y que permiten fa 
autoorganización democrática de una comunidad jurídico-política. 

Los límites del derecho y la moral en d discurso filosófico 

En Teoría de la justicia (197 1) John Rawls se propuso como programa de trabajo 
formular ras condiciones para el enjuiciamiento moral e imparcial de la justicia. Esta 
pretensión se funda en el deseo de levar a cabo una consideración moral sobre las 
democracias modernas, esto es, de volver a poner en el centro de Ea reflexión las 

ertad e igualdad sugeridas por el liberalismo desde finates del siglo 
xvii. En este intento, sin embargo, tales conceptos quedan reducidos a la autonomía 
moral y al derecho de autodeterminación de las personas. Es bajo este concepto de 
autonomía, enfocado en la perspectiva de una filosofía moral, como se juzga enton- 
ces la legitimidad de las sociedades modernas. 

Lajusticia como imparcialidad se refiere, así, a la disposición racional y moral de 
las personas para ponderar aquellos principios que den lugar a la cooperacibn social 
justa. Ello bajo el supuesto de que el objeto primario de la justicia como imparciali- 
dad es la estructura básica de la sociedad y no la elección de un sistema social. La 
concepción pública de la justicia postulada por Rawls se remite a una concepción 
moral presupuesta por el "principio aristotélico" que supone el deseo de hacer cosas 
con las que se goza moralmente por si mismas. "La función del principio aristotélico 

RawIs, John, Teoría de la justicia, hiIéxico, FCE, 1985, p. 477. 
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en la teoría del bien consiste en que establece unprofindo hechopsicológico, que en 
conjunción con otros hechos generales y con la concepción de un proyecto racional, 
explica lo que consideramos nuestrds juicios de con lo que la justicia como 
imparcialidad se resuelve en el ámbito de Ia presuposición de la persona como per- 
sona moral. "A la luz de la teoría de la justicia, comprendemos que los sentimientos 
morales puedan ser normativos en nuestra vida e desempeñen el papel que las 
condiciones formales les atribuyen sobre los pri 

Resulta comprensible, entonces, que Rawls si ue el problema de La justicia dentro 
modelo contractualista y la filosofía mor de Kant, puesto que la doctrina 

contractualista concibe la filosofía moral com arte de la teoría de la elecciún ra- 
cional y la posición original constituye una representación procedimental del impe- 
rativo categórico: "Así, so os capaces de deducir una concepción de la estructura 
básica justa, y un ideal de persona compatible con ella, que pueda servir como 
ejemplo para las institucio , y para enfocar la dirección del cambio ~ocial" .~ 

Bajo la condición de una elección racional de la persona moral, se trata de llevar 
a cabo, como dijimos, una reflexión imparcial de las cuestiones básicas de la justi- 
cia. La idea intuitiva respecto de la justicia como imparcialidad, según Rawls, es que 
los principios de la justicia para la estructura básica de la sociedad son el objeto de 
un acuerdo original en una situación inicial debidamente definida: "Estos principios 
son aquellos que serían aceptados por personas racionales dedicadas a promover sus 
intereses y que estuvieran en esta posición de igualdad con objeto de establecer los 
términos básicos de su as~ciación"'.~ Lo decisivo, insistimos, es que Rawls pretende 
construir un enjuiciamiento imparcial de la justicia, por lo que los principios de la 
justicia como imparcialidad tenderían a definir una concepción política operativa. 
Con ello Rawls se refiere a los principios que debieran regular a las instituciones 
básicas. Se destaca, entonces, la noci6n de justicia puramente procesal para ponde- 
rar la justicia de los procedimientos que resolverán las controversias políticas. 

Rawls circunscribe el problema de la estabilidad de una sociedad democrática 
liberal al comportamiento moral de las personas que la constituyen. 
la justicia es tratada como un problema moral que debiera ser resue 

Ibid., p. 528.  
" Ibid., p. 330. 
' O  Ibid., pp. 143- 144, 
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disposición de conseguir una concepción pública de la justicia para evaluar 
cticas pol h a s .  La justicia como imparcialidad, en Rawls, se resuelve con- 

forme a nuestros sentimientos morales. Se trata de la congruencia entre los proyec- 
tos racionales de vida y una concepeidn pública de la justicia que da lugar a la 
disposicibn de los individuos a comprometerse, racional e interesadamente, con aque- 
llos principios que hagan posible una sociedad bien ordenada en función de su sen- 
tido moral de la justicia. 

En esas condiciones, Rawls se concentraría en aquellas cuestiones concernientes 
a la legitimidad del derecho. Lo que sefiaIa Habennas al respecto es 
tematiza la forma jurídica como tal, ni por tanto la dimensión institucional del derecho, 
puesto que no se refiere a los procesos de decisibn efectivamente institucionalizados, 
como reclama el propio Habermas. Se trata, en todo caso, del procedimiento relativo 
a cómo pueden tratarse las cuestiones políticas desde un punto de vista moral. 

Por el contrario, como dijimos, Habemas establece una clara distinción entre los 
límites del derecho y la moral, pues los procedimientos que las teorias de Ia justicia 
ofrecen para explicar cómo puede enjuiciarse algo desde un punto de vista moral 
s61o tienen en común con los procedimientos jurídicamente institucionalizados el 
que la racionalidad de los procedimientos habría de garantizar La validez de los re- 
sultados obtenidos. "Pero los procedimientos jurídicos se aproximan a Ias exigen- 
cias de una racionalidad procedimental perfecta o completa porque IIevan asociados 
criterios institucionales y, por tanto, criterios independientes, en virtud de los cuales 
puede establecerse desde ia perspectiva de un no implicado si una decisidn se produ- 
jo O no conforme a derecho."" 

Ciudadanía y derecha 

Habermas se ha propuesto la reconstruccibn del concepto de ciudadanía en el ámbito 
del derecho, porque con ayuda de los derechos que aseguran a los ciudadanos el 
ejercicio de su autonomía política debe explicarse, también, la legitimidad de la lega- 
lidad; de allí se desprende la tesis de que "sólo de una racionalidad procedimental 
llena de contenido moral puede extraer la legalidad su propia legitimidad. Y esa 

" Habermas, Jitrgen, op. cit., p. 557. 



racíonalidad procedimental se debe a un entrelazamiento de dos tipos de "rocedimien- 
tos': las argumentaciones morales quedan institucionalizadas con medios  jurídico^".'^ 

La reconstrucción del concepto de ciudadanía que se propone Habermas sitúa la 
argumentación moral dentro del ámbito de1 sistema político articulado en términos 
de Estado de derecho, con lo que las condiciones para una formación racional de la 
voluntad política habrían de considerarse no solamente en el nivel individual de las 
motivaciones en ue lo sitúa Rawls, sino en el plano social de los procesos 
Ínstitucionalizado de deliberación y toma de resoluciones. Es en este senti 
adquiere importancia la reflexión reciente de Habermas sobre las condiciones en 
que puede desarrollarse y articularse en las sociedades complejas el Estado demo- 
crático de derecho, lo que solamente podría conseguirse, según Habermas, por una 
comunidad jurídica que se organizara a sí misma a travtSs de prácticas comunicativas 
que hicieran posible su efectiva autodeterminación. 

El Estado democrático de erecho, en cuanto motivo de reflexibn de la filosofía 
política y ética actual, supon no solamente la exploración exhaustiva de esa reali- 
dad institucional propia de la modernidad, sino también la autocomprensi6n de la 
misma como condición de una sociedad civil capaz de realizarse y realizar, así, lo 
que Habermas llama una '"e ocracia radical"'. Ambos conceptos, Estado democrá- 
tico de derecho y dernocraci adical, exigen un esclarecimiento que Habermas ha 
tratado de conseguir en Facticidady Validez (1992). 

Se trata de desarrollar y establecer la plausibili ad de un nuevo paradigma 
procedimental del derecho más allá del modelo liberal y del de Estado soci 
interpretan la evolución jurídica en términos excesivamente concretistas, ocu 
la conexión que se da entre autonomía privada y autonomia pública. Se busca, así, 
discutir la problemática conexión entre las libertades subjetivo-privadas y la autono- 
rnia ciudadana a partir de un concepto discursivo del derecho. Con lo 
Waberrnas busca poner en consonancia la aut omía privada y la autonomí 
en cuanto asunto fundamental relativo al pr ema de la libertad en las s 
modernas. 

Se enfatiza también que la estabilidad normativa de u11 orden democrático sola- 
mente puede alcanzarse con el radical cumplimiento del Estado de derecho. Habermas 
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reclama, así, la conexih interna y conceptual entre Estado de derecho y democracia. 
Se trata de la conexión necesaria por la que e proceso democrático tiene que asegu- 
rar, a la vez, la autonomía privada de los derechos de1 hombre y la autonomi 
de los sujetos jurídicos, con la que el principio de soberanía popular cobra 
la autolegislación democrdtica* 

A partir de la consideración del desarrolio de las sociedades liberales, Habermas 
pretende "regenerar" la solidaridad social oto ndo primacía, desde su paradigma 
procedimentat del de cho, a la sociedad civ a sus prácticas comunicativas de 
autodeterminación p ica. El derecho, defin en estos términos, puede también 
servir a la integración social. En fa obra de Habermas, el problema de la estabilidad 
ya no es entonces concebido únicamente en ttrminos de un acuerdo moral básico 
sobre principios de la justicia, sino a partir del ejercicio mismo de las libertades 
políticas en una comunidad organizada jurídica y políticamente, 

Desde esta perspectiva, la interpretación de los contenidos normativos del Estado 
de derecho, en términos de la teoria del discurso, se remite ahora a la promulgación 
del derecho legitimo en un Estado democrático reconociendo la racionalidad inhe- 
rente a sus procesos: "El derecho s61o puede mantenerse como legitimo si los ciuda- 
danos salen de su papel de sujetos jurídicos privados y adoptan la perspectiva de 
participantes en procesos de entendimiento acerca de las reglas de su convivencia. 
En este sentido el Estado democrático de derecho depende de los motivos de una 
población acostumbrada a la libertad . . ."13  

Las propuestas de clarificación y de pensión procedimental del derecho y la 
Constitución destinadas a recuperar las uposiciones normativas de las practicas 

s, conducen a Haberrnas al reconocimiento de las teorías filosófi- 
or cuanto subrayan el contenido moral de las instituciones jurídi- 

cas modernas, pero evita presuponer una resolución del problema al nivel abstracto 
de la persona moral y más bien se orienta a seríalar las condiciones necesarias bajo 
las que los sujetos jurídic apel de ciudadanos, pueden entenderse entre sí 
sobre lo relativo a sus p obre la manera en que deben ser resueftos. Se 

e establecer las condiciones de una comunidad jurídica que se orga- 
niza a si misma. 
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Finalmente, conviene insistir en el papel que juega el derecho en la autodetermi- 
nación democrática de la sociedad civil a1 hacer explícito el sentido realizativo de la 
autoconstitución de una comunidadjuridica de miembros libres e iguales. En efecto, 
de acuerdo con la interpretación de Habennas, en las formas de organización del 
Estado democrhtico de derecho esa praxis cobraría continuid , sobre todo porque 
el cardcter normativo de la Constitución convocaría a la tarea de interpretar y confi- 
gurar el sistema de los derechos, en cada generación, en cuanto proyecto de una 
sociedad justa. 




